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DERECHOS A LA SALUD, SEGURIDAD SOCIAL Y VIDA DIGNA / SUMINISTRO DE MEDICAMENTO Y CUMPLIMIENTO DE PRESCRIPCIONES EMITIDAS POR EL MEDICO TRATANTE. [E]sta Sala considera que existe la necesidad de la intervención del juez de tutela con el fin de  salvaguardar la salud, la vida e integridad física del señor Rosillo Peña, quien por su edad y patología debe recibir un trato preferente en el entendido de que al mismo se le debe brindar un servicio en salud debe continuo y no puede verse interrumpido por barreras administrativas. De tal manera, que esta Colegiatura concluye que las entidades encargadas de prestar el servicio de salud, deben procurar por brindar un tratamiento integral a sus afiliados y beneficiarios con el fin de garantizar la recuperación de su salud y así alcanzar una vida más digna. En tal virtud, el principio de integralidad en salud, el cual se concreta en que el paciente reciba todos los servicios médicos (POS y no POS) que requiere para atender su enfermedad, de manera oportuna, eficiente y de alta calidad, ello por cuanto el contenido del derecho a la salud no está limitado o restringido a las prestaciones incluidas en los planes obligatorios. (…) Consecuentemente, se adoptará como definitiva la medida provisional decretada el 31 de agosto de 2017 y en tal sentido, se ordenará a la Dirección Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No.8 “Batalla de San Mateo” y a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, que de acuerdo a sus competencias y de manera conjunta,  en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este fallo, si aún no lo han hecho, suministren al señor Jorge Alberto Rosillo Peña  el medicamento ACETATO DE LEUPROLIDE X 22.5MG  en los términos, condiciones y periodicidad que lo ordene su médico tratante. Así mismo, la Dirección Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No.8 “Batalla de San Mateo” y a la Dirección  de Sanidad del Ejército Nacional, se encargarán de autorizar y brindar al señor Rosillo Peña  las prescripciones médicas que emita el oncólogo tratante, estén o no dentro del plan de beneficios y sin necesidad de que deba instaurar una nueva tutela.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, trece (13) de septiembre de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0937
Hora: 3:55 p.m.

       1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor Jorge Alberto Rosillo Peña en contra de las Direcciones General de Sanidad Militar y de Sanidad del Ejército Nacional por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la salud, seguridad social y vida digna.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES Y ACTUACIÓN PROCESAL
2.1. El señor Jorge Alberto Rosillo Peña informó que en calidad de médico retirado y pensionado por las Fuerzas Militares de Colombia, se encuentra afiliado en el Sistema de Seguridad Social en Salud a las Fuerzas Militares, Ejército Nacional.

Señaló el actor que tiene 63 años de edad y en la actualidad se encuentra en tratamiento  por presentar un diagnóstico de cáncer de próstata, por lo que el oncólogo Álvaro Cuellar Torres en control post operatorio de prostatectomía radical le ordenó el medicamento ACETATO DE LEUPROLIDE AMPOLLA X 22.5 MG (aplicación subcutánea) mensual, prescripción que tiene como nota “la dosis de 11,25 mg NO es igual que colocar 2 ampollas para logar 22.5 m.  Además el mecanismo de acción es completamente diferente”.  
Sin embargo, dicho medicamento fue negado por las entidades accionadas por no encontrarse dentro del plan de beneficios de salud.  Por lo anterior, consideró vulnerados sus derechos fundamentales a la vida y salud, toda vez que el tratamiento referido es necesario para su patología denominada “adenocarcinoma de próstata que se encuentra con bloqueo hormonal”. 

Señaló el accionante que por la urgencia del medicamento aludido y ante la negativa de su entrega por parte de las accionadas, asumió particularmente el costo del mismo por valor de $1.084.000.

Por lo anterior, solicitó i) ordenar a las entidades accionadas que suministren y entreguen de manera periódica y permanente todos los medicamentos que requiere como consecuencia de los tratamientos a los que está siendo sometido y que fueron ordenados por el especialista, tales como el denominado ACETATO DE LEUPROLIDE AMPOLLA X 22.5 MG (aplicación subcutánea, fuera de los que le sean formulados para el tratamiento de su enfermedad; ii) que le sea reembolsada la suma de $1.084.000 por concepto de la compra del medicamento antes aludido, según factura de venta PM42685  del 22 de agosto de 2017 expedida por Multidrogas y iii) lo que el juzgado considere declarar para cualquiera de las partes y que por desconocimiento haya omitido en este acápite.

Igualmente, solicitó una medida provisional tendiente que  se ordene a las entidades accionadas que de manera inmediata autoricen la entrada del os medicamentos mencionados para el tratamiento del cáncer de próstata (Fls. 1-10). 

El accionante adjuntó las pruebas que sustentan sus pretensiones (Fls.11-19).
2.2. Mediante auto del 31 de agosto de 2017 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo, se ordenó correr traslado de la misma a las Direcciones de Sanidad accionadas y se vinculó a la Dirección Seccional de Sanidad del Batallón de Artillería No.8 Batalla San Mateo de Pereira.  Igualmente, se decretó la medida provisional solicitada por el accionante  (Fls. 22-24).
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. BATALLÓN DE ARTILLERÍA No.8 “BATALLA SAN MATEO” DE PEREIRA 

El Director (e) del Dispensario Médico 3029 del Batallón San Mateo aclaró que el medicamento objeto de la presente acción de tutela se encuentra por fuera del plan de beneficios, por lo que para el suministro del mismo debe ser remitido al Comité Técnico Científico de la Dirección de Sanidad, ya que ese Dispensario Médico no tiene facultades ni competencia para autorizar la dicha entrega. 
Indicó que por intermedio de esta instancia se le informa al accionante que el medicamento denominado ACETATO DE LUPORLIDE AMPOLLA X 22 MG (sic), estará a su disposición a partir del jueves 7 de septiembre de 2017 en la farmacia de ese Dispensario.  Así mismo, el actor deberá allegar la documentación original expedida por su médico tratante, tales como órdenes y prescripciones, para los fines referidos.

Por lo tanto, consideró que esa dependencia no ha vulnerado derecho fundamental alguno al accionante. En tal virtud, solicitó que se desestime la presente acción de tutela y se declare un hecho superado, y como consecuencia de ello, se desvincule a ese Dispensario del presente trámite.  (Fls. 30 y 31)
3.2. Las Direcciones General de Sanidad del Ejército Nacional y General de Sanidad Militar no se pronunciaron frente a la acción de tutela, pese a haber sido notificados del auto admisorio de la misma, lo que se desprende el oficio No.2232 del 31 de agosto de 2017 (Fl. 25).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales al señor Jorge Alberto Rosillo Peña, de manera tal que amerite la concesión del amparo invocado.  

4.3.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4. De las pruebas arrimadas al expediente, la Sala observa  que al señor Jorge Alberto Rosillo Peña , de 63 años de edad, el 12 de julio de 2017 en control post operatorio de prostatectomía radical con el urólogo oncólogo Álvaro Cuellar, le fue prescrito el inicio de manejo con bloqueo hormonal con ACETATO DE LEUPOROLIDE AMPOLLA DE 22,5 mg para aplicación subcutánea (Fls. 14 y 15), por lo cual el especialista diligenció el formato de medicamentos NO POS o genérico, en el que se advierte que el tiempo de respuesta esperado era “inmediato” (Fls. 16 y 17).  Al respecto, obra un “formato de aprobación para medicamentos por fuera del manual único de medicamentos” suscrito por el Comité  de Medicamentos DISAN EJC, por medio del cual no se aprobó el fármaco referido y en las observaciones se consignó que: “en el acuerdo hay de 11,25 mg” (folio 13 frente y vuelto).    Posteriormente, el 14 de julio de 2017 el oncólogo Cuellar indicó “la dosis de 11,25 mg NO es igual que colocar 2 ampollas para logar 22.5 m.  Además el mecanismo de acción es completamente diferente” (Fl. 11).  Igualmente, el accionante adjunta copia de la factura expedida por Multidrogas del 22 de agosto de 2017 de la que se desprende que se adquirió “ELIGARD 22.5 MG” por valor de $1.084.100 (Fl. 12).
4.6. Sea lo primero reiterar que el derecho a la salud tiene la connotación de fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008 en la que concluyó, lo siguiente:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras).

Y en otro aparte de la misma sentencia T-760 de 2008, se dispuso:

“Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela el derecho a la salud ‘en conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal’, para pasar a proteger el derecho ‘fundamental autónomo a la salud’. Para la jurisprudencia constitucional “(…) no brindar los medica​men​tos previstos en cualquiera de los planes obligatorios de salud, o no permitir la realización de las cirugías amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho fundamental a la salud.” La Corte también había considerado explícitamente que el derecho a la salud es fundamental y tutelable, en aquellos casos en los que la persona que requiere el servicio de salud es un sujeto de especial protección constitucional. Así lo ha considerado la jurisprudencia, por ejemplo, con relación a las personas de la tercera edad.” (Subrayas propias)

4.7.  Con respecto al derecho a la salud de los adultos mayores, la Constitución Política señala expresamente en su artículo 13, el deber del Estado de implementar medidas encaminadas a garantizar la efectividad del derecho a la igualdad material y la Corte Constitucional ha considerado a las personas de la tercera edad como un grupo merecedor de una protección especial y reforzada, teniendo en cuenta sus condiciones de debilidad manifiesta, las cuales se encuentran vinculadas a su avanzada edad. En tal sentido, dicho Tribunal en la Sentencia T-180 de 2013 manifestó, lo siguiente:


“Los adultos mayores necesitan una protección preferente en vista de las especiales condiciones en que se encuentran y es por ello que el Estado tiene el deber de garantizar los servicios de seguridad social integral a estos, dentro de los cuales se encuentra la atención en salud.

La atención en salud de personas de la tercera edad se hace relevante en el entendido en que es precisamente a ellos a quienes debe procurarse un urgente cuidado médico en razón de las dolencias que son connaturales a la etapa del desarrollo en que se encuentran
.

En consecuencia, le corresponde al Estado garantizar los servicios de seguridad social integral, y por ende el servicio de salud a los adultos mayores, dada la condición de sujetos de especial protección, por lo tanto, la acción de tutela resulta el instrumento idóneo para materializar el derecho a la salud de dichas personas.

Esta Corporación ha reiterado que el derecho a la vida no se limita a la existencia biológica de la persona, sino que se extiende a la posibilidad de recuperar y mejorar las condiciones de salud, cuando éstas afectan la calidad de vida del enfermo
. En ese sentido, la Sentencia T-760 de 2008
, expresa que en relación con las personas de la tercera edad, teniendo en cuenta las características especiales de este grupo poblacional, la protección del derecho fundamental a la salud adquiere una relevancia trascendental.”  (Subrayas nuestras)

4.8. Frente al régimen especial de Seguridad Social en Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Corte Constitucional en la Sentencia T-210 de 2013, reiteró lo siguiente:

“La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, consagró distintos regímenes especiales de seguridad social, los cuales están excluidos del Sistema General en Salud, como son los relativos a los miembros de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de Ecopetrol y de las empresas en concordato preventivo y obligatorio mientras dure el proceso concursal
.

Bajo ese entendido, se tiene que las Fuerzas Militares y la Policía Nacional forman parte de los regímenes especiales de salud y, acerca de dichos regímenes la Corte Constitucional ha sostenido que:

“[t]ales regímenes consagran derechos adquiridos por los mencionados sectores laborales, gracias a reivindicaciones colectivas que fueron defendidas por sus voceros ante el Congreso de la República, justamente, para que no fueran desconocidas por el sistema general de pensiones y salud” 
.

Sobre esta materia la Corte también ha precisado lo siguiente:

 “(…) El legislador pretendió al establecer los regímenes de excepciones al régimen general de la Ley 100 de 1993: (i) que los derechos en salud contengan beneficios y condiciones superiores a los que rigen para los demás afiliados al Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la dicha ley y, a su vez, (ii) en ningún caso, consagren un tratamiento discriminatorio o menos favorable al que se otorga a los afiliados al sistema integral general
”. 

Concretamente, respecto del Régimen Especial de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, define la sanidad como un servicio público esencial orientado a dar respuesta a las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y beneficiario
. El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía se inspira en principios orientadores
, entre los cuales se encuentra el de universalidad, que es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida y la protección integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, prevención, protección, diagnóstico, recuperación, rehabilitación, en los términos y condiciones que establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial. De igual manera, deben realizar actividades que en materia de salud requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión.

Por su parte, el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional dispuso que el objeto de tal sistema es prestar el servicio de sanidad inherente a las operaciones militares y del servicio policial como parte de su logística militar, así como brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.” (Subrayas propias)
4.9.  De acuerdo a la jurisprudencia citada, este Tribunal concluye que los adultos mayores necesitan una protección preferente en vista de las especiales condiciones en que se encuentran, por lo cual, el Estado tiene el deber de garantizarles los servicios de seguridad social integral, dentro de los cuales se encuentra la atención en salud. Ésta última se hace relevante en el entendido en que es precisamente a ellos a quienes debe procurarse un urgente cuidado médico teniendo en cuenta el deterioro irreversible y progresivo de su salud. Al respecto, ha señalado la Corte Constitucional que “Las personas de la tercera edad han sido señaladas por la jurisprudencia de esta Corporación como sujetos de especial protección por parte del Estado y en consecuencia deben ser objeto de mayores garantías para permitirles el goce y disfrute de sus derechos fundamentales. Así, ante el amparo de los derechos fundamentales debe tenerse en cuenta el estado de salud y la edad de la persona que ha llegado a la tercera edad…”.

4.10.   Aunado a lo anterior, se debe tener en cuenta que la enfermedad padecida por el señor Rosillo Peña “cáncer de próstata” es una de las que se han considerado de alto costo para la cual las personas que la sufren requieren una atención integral, tal como lo se indicó en  la Ley 1384 del 19 de abril de 2010 conocida como ley “SANDRA CEBALLOS” la cual fue establecida con el fin de que el gobierno atendiera integralmente a las personas que padezcan dichas patologías, en sus artículos 11, 12 y 13, consagró:
“Artículo 11. Rehabilitación integral. Las Entidades Promotoras de Salud de ambos regímenes y las entidades territoriales responsables de la población pobre no asegurada, deberán garantizar el acceso de los pacientes oncológicos a programas de apoyo de rehabilitación integral que incluyan rehabilitación física en todos sus componentes, sicológica y social, incluyendo prótesis.”

PARÁGRAFO 1o. Con el fin de precisar responsabilidades previstas en esta ley y asegurar la atención integral del cáncer en sus diferentes etapas, las entidades responsables lo harán en una forma eficiente y ágil sin perjuicio que cuando se trate de servicios fuera de los planes de beneficios hagan los recobros a que haya lugar.

ARTÍCULO 12. RED NACIONAL DE CÁNCER. El Ministerio de la Protección Social definirá los mecanismos y la organización de la Red Nacional de Cáncer y concurrirá en su financiación. Esta Red será coordinada por el Instituto Nacional de Cancerología.

PARÁGRAFO. La red tendrá como objeto la gestión del sistema integral de información en cáncer, la gestión del conocimiento, la gestión de la calidad de la información, la gestión del desarrollo tecnológico y la vigilancia epidemiológica del cáncer.

ARTÍCULO 13. RED DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS ONCOLÓGICOS. Las Entidades Promotoras de Salud de ambos regímenes y las entidades territoriales responsables de la población pobre no asegurada, deberán responder por la organización y gestión integral de la Red de Prestación de Servicios Oncológicos, de acuerdo con los parámetros establecidos por el Ministerio de la Protección Social y contenidos en la presente ley.”

4.11.  Ahora bien, en este caso específico se pudo acreditar que el medicamento ACETATO DE LEUPROLIDE AMPOLLA X 22.5 MG ordenado por el especialista al señor Rosillo Peña, fue negado por cuanto el Comité Técnico Científico de la Dirección de Sanidad del Ejército consideró que dentro del plan de beneficios existía el de 11.25 mg. Al respecto, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que prevalece la  prescripción médica emitida por el médico tratante sobre el concepto del Comité Técnico Científico, toda vez que el concepto del médico tratante se debe a que éste: (i) es un profesional científicamente calificado; (ii) es quien conoce de manera íntegra el caso de su paciente y las particularidades que puedan existir respecto de su condición de salud, lo que conlleva a que sea quien tenga la información adecuada, precisa y suficiente para determinar la necesidad y la urgencia de un determinado servicio de salud; y (iii) actúa en nombre de la entidad que presta el servicio[. En tal virtud, dicho Tribunal en la Sentencia T-873 de 2011 reiteró lo siguientes:
 
“De ahí, que esta Corporación haya señalado en varias oportunidades que la prestación en salud ordenada por el médico tratante se torna fundamental para la persona que la requiere para proteger o restablecer su salud[30].
 
(…)  Para esta Corporación, “resulta inadmisible a la luz de la Constitución que los derechos de las personas a la vida, la integridad y la salud dependan de decisiones de orden administrativo que carezcan de un asidero científico de mayor peso que el que ampara lo ordenado por el médico que conoce al paciente, lo ha examinado, ha evaluado cuidadosamente su situación y sus necesidades y ha ordenado una [prestación en salud] que estima apropiada”[35] (corchetes fuera del texto), por lo tanto la Corte en la sentencia T-344 de 2002 consideró pertinente determinar “cuándo le es dado, constitucionalmente, [al Comité Técnico Científico] negar una solicitud de medicamentos o tratamientos no contemplados por el POS” (corchetes fuera del texto) y estableció una serie de criterios –posteriormente reiterados en la T-760 de 2008- que debe observar el CTC “para adoptar una decisión en contra de lo ordenado por el médico tratante”.
 
En esta ocasión, este Tribunal manifestó que para desvirtuar la orden del médico tratante “la opinión de cualquier otro médico no es suficiente. La base de la decisión negativa con​traria a lo prescrito por el médico que ha tratado al paciente debe ser más sólida, por lo que ha de fundarse, por lo menos en: (1) la opinión científica de expertos en la respectiva especialidad,  (2) la historia clínica del paciente, esto es, los efectos que concretamente tendría el tratamiento solicitado en el accionante.”
 
Es decir, que el dictamen del médico tratante respecto de un servicio de salud que requiera un determinado paciente, debe prevalecer sobre el concepto del Comité Técnico Científico y cualquier otro miembro de la EPS[36], inclusive sobre la opinión otro profesional de la salud puesto que el médico tratante es un profesional científicamente calificado y es quien mejor conoce la condición de salud del paciente.
 
La negación por parte del CTC de una prestación de salud ordenada por el médico tratante, solo es constitucionalmente legítima bajo el supuesto que éste presente un concepto sólido apoyado en la Historia Clínica del paciente, científicamente sustentado con las opiniones de expertos en la respectiva especialidad del médico tratante que ordenó el servicio de salud y en el cual se hayan estipulando claramente las razones por las cuales ese determinado servicio de salud ordenado no es científicamente pertinente o adecuado.
4.12.  En conclusión de lo anterior, prima el criterio del médico tratante en cuanto a que el tutelante requiere del medicamento ACETATO DE LEUPROLIDE X 22.5 MG AMPOLLA X 22.5 MG. para el adecuado manejo de la patología que lo aqueja “cáncer de próstata” y bajo ese entendido, es procedente la protección de los derechos  fundamentales del señor Rosillo Peña, pese a que el Director del Dispensario Médico del Batallón San Mateo de esta ciudad informó que el medicamento a antes referido estaba disponible  a partir del 7 de septiembre de 2017,  toda vez que existe una constancia dejada por la Auxiliar de Magistrado en la que da cuenta de la conversación que sostuvo con el señor Jorge Alberto Rosillo Peña, quien indicó que lo habían llamado  para  informarle sobre la autorización del tratamiento médico reclamado por esta vía constitucional; sin embargo, que era consciente que para su entrega se requieren de unos trámite internos administrativos que tomaban su tiempo (Fl. 32).  

4.13. Así las cosas y de conformidad con la jurisprudencia constitucional a la que se ha hecho alusión a lo largo de este proveído, esta Sala considera que existe la necesidad de la intervención del juez de tutela con el fin de  salvaguardar la salud, la vida e integridad física del señor Rosillo Peña, quien por su edad y patología debe recibir un trato preferente en el entendido de que al mismo se le debe brindar un servicio en salud debe continuo y no puede verse interrumpido por barreras administrativas.  
4.14. De tal manera, que esta Colegiatura concluye que las entidades encargadas de prestar el servicio de salud, deben procurar por brindar un tratamiento integral a sus afiliados y beneficiarios con el fin de garantizar la recuperación de su salud y así alcanzar una vida más digna. En tal virtud, el principio de integralidad en salud, el cual se concreta en que el paciente reciba todos los servicios médicos (POS y no POS) que requiere para atender su enfermedad, de manera oportuna, eficiente y de alta calidad, ello por cuanto el contenido del derecho a la salud no está limitado o restringido a las prestaciones incluidas en los planes obligatorios. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008 indicó lo siguiente:

“… el principio de integralidad hace referencia al cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones. Dentro de éste concepto, en su faceta mitigadora de la salud, se incluye el suministro de insumos y servicios que permiten disminuir los efectos negativos de la enfermedad y el estado de postración de determinados pacientes.”
En tales eventos la atención integral comprende el suministro de todos los implementos, accesorios, servicios e insumos que requiera el paciente para afrontar la enfermedad sin menoscabar su dignidad, cuando por falta de recursos económicos no pueda asumir su costo. En este sentido la jurisprudencia ha reiterado que se debe prestar un servicio que permita la existencia de la persona enferma en unas condiciones dignas de vida.
La materialización de este principio permite que las entidades del sistema de salud presten a los pacientes toda la atención necesaria, sin que haya que acudir para tal efecto al ejercicio de acciones legales de manera reiterada y prolongada en el tiempo”.  (Subrayas fuera del texto original) 
4.15.  Consecuentemente, se adoptará como definitiva la medida provisional decretada el 31 de agosto de 2017 y en tal sentido, se ordenará a la Dirección Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No.8 “Batalla de San Mateo” y a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, que de acuerdo a sus competencias y de manera conjunta,  en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este fallo, si aún no lo han hecho, suministren al señor Jorge Alberto Rosillo Peña  el medicamento ACETATO DE LEUPROLIDE X 22.5MG  en los términos, condiciones y periodicidad que lo ordene su médico tratante. Así mismo, la Dirección Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No.8 “Batalla de San Mateo” y a la Dirección  de Sanidad del Ejército Nacional, se encargarán de autorizar y brindar al señor Rosillo Peña  las prescripciones médicas que emita el oncólogo tratante, estén o no dentro del plan de beneficios y sin necesidad de que deba instaurar una nueva tutela.
4.16.  Esta Sala desvinculará del presente trámite a la Dirección General de Sanidad Militar en atención a lo indicado por  la Corte Suprema de Justicia en sentencia de tutela de segunda instancia
, en la que concluyó que según la normatividad que se encarga de regular la estructura y funcionamiento del  Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional  -Ley 352 de 1997 y Decreto 1795 de 2000- le otorgó funciones de carácter  administrativos para la adecuada operación del sistema, sin que le atribuyera competencia a la Dirección General de Sanidad Militar en cuanto a la prestación de servicios médicos que requieran los usuarios.  Al respecto, el artículo 16 del Decreto 1795 de 2000 consagra lo siguiente:

“El Ejército Nacional, la Armada Nacional y la Fuerza Aérea serán las encargadas de prestar los servicios de salud a través de las Direcciones de Sanidad de cada una de las Fuerzas a los afiliados y sus beneficiarios del Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, por medio de sus Establecimientos de Sanidad Militar; así mismo podrán solicitar servicios preferencialmente con el Hospital Militar Central o con Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud y profesionales habilitados, de conformidad con los planes, políticas, parámetros y lineamientos establecidos por el CSSMP.
PARAGRAFO. Las Direcciones de Sanidad a las que se refiere el presente artículo serán las creadas por las normas internas de cada Fuerza”.

4.17. En lo relacionado con la solicitud del señor Rosillo Peña y que está encaminada a que por esta vía se ordene a las entidades accionadas el reintegro del monto asumido particularmente que asciende a la suma de  $1.084.000 por concepto del medicamento ACETATO DE LEUPROLIDE AMPOLLA X 22.MG adquirido el 22 de agosto de 2017, esta Sala considera que tal pretensión no es procedente, no solo porque el accionante al haber accedido materialmente al servicio requerido, se entiende superada la vulneración o amenaza del derecho fundamental a su salud para ese momento en que decidió adquirir por su propia cuenta el valor del tratamiento ordenado, sino porque la acción de tutela no se creó para la reclamación de una suma de dinero o para resolver controversias de naturaleza económica, toda vez que existen otros mecanismos para pretender el reintegro del dinero referido, sin que se advierta en la foliatura que el accionante hubiera radicado la respectiva exigencia monetaria ante alguna de las entidades accionadas y vinculadas al presente trámite. Al respecto, la Corte Constitucional señaló lo siguiente:

“(i) la vulneración o amenaza del derecho fundamental a la salud, se entiende superada cuando la persona accede materialmente al servicio requerido; y (ii) existe otra vía judicial para que se obtenga el reembolso de los gastos médicos en que pudo incurrir y que considera que legalmente no está obligado a asumir, ya sea en la jurisdicción ordinaria laboral o en la contenciosa administrativa, en las discusiones de los empleados públicos sobre asuntos de la seguridad social cuando el régimen sea administrado por una persona de derecho público, según lo establece la ley 1437 de 2011”. (Ver Sentencia T-148 de 2016)
 
Así mismo,  la Corte Constitucional en la Sentencia T-346 de 2010 sostuvo lo siguiente:
“la tutela es improcedente para obtener el reembolso de gastos médicos, toda vez que la presunta afectación o amenaza del derecho fundamental a la salud en la que pudo incurrir la entidad que tiene a su cargo la prestación de dicho servicio se entiende superada, aunado al hecho de la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para obtener el pago de estas suma”. 

De acuerdo a lo anterior, esta Sala considera improcedente el amparo invocado para el reembolso de sumas dinerarias.
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
FALLA

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la salud, seguridad social y vida digna del señor Jorge Alberto Rosillo Peña.
SEGUDO:  ADOPTAR como definitiva la medida provisional decretada el 31 de agosto de 2017 y en tal sentido, se ordenará a la Dirección Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No.8 “Batalla de San Mateo” y a la Dirección  de Sanidad del Ejército Nacional, que de acuerdo a sus competencias y de manera conjunta,  en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de este fallo, si aún no lo han hecho, suministren al señor Jorge Alberto Rosillo Peña  el medicamento ACETATO DE LEUPROLIDE X 22.5MG  en los términos, condiciones y periodicidad que lo ordene su médico tratante.  Así mismo, la Dirección Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No.8 “Batalla de San Mateo” y a la Dirección  de Sanidad del Ejército Nacional, se encargarán de autorizar y brindar al señor Rosillo Peña  las prescripciones médicas que emita el oncólogo tratante, estén o no dentro del plan de beneficios y sin necesidad de que deba instaurar una nueva tutela.
TERCERO: Desvincular del presente trámite constitucional a la Dirección General de Sanidad Militar.

CUARTO: Declarar improcedente la presente acción de tutela para procurar el reembolso de dineros, tal como fue considerado por esa Sala.

QUINTO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

    JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
 
Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Sentencia T-540 de 2002. MP. Clara Inés Vargas Hernández.


� Sentencia T-096 de 1999. MP. Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-760 de 2008. MP. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Artículo 279 de la Ley 100 de 1993: Excepciones: “El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido pro el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas”. 


� Sentencia T-348 de 1997. 


� Sentencia T-594 de 2006.


� Artículo 3° de la Ley 352 de 1997.


� Artículo 4° Ibídem.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.


� Sentencia T-076 de 2015


� STP9734-2017 del 6 de julio de 2017, radicación No.92502, en la que la Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de Tutelas No.2 modificó la sentencia de tutela de primera instancia proferida por esta Sala el 11 de mayo de 2017, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Gladis Elena Ramírez Ochoa en contra de las Direcciones de Sanidad del Ejército Nacional y Militar.
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